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EXPTE Nº 240/2014 – AÑO 2016 - AUTOS: “ ESC. MARIA PARENTE DE MONICCI KURAN S/ INFORME DE IRREGULARIDAD DETECTADA EN PROTOCOLO DEL REG.NOT.NRO .19”.-

Santiago del Estero,  21   de marzo del dos mil diecisiete.

         Y VISTO: La observación realizada en el Acta de Inspección por la Esc. Maria Del Carmen Parente de Monicci Kuran de fecha 18 de marzo de 2014, correspondiente a la Inspección de Protocolos Notariales y Libro de Requerimiento de Firmas correspondiente al año 2013 del Registro Notarial Nº 19 con asiento en la Ciudad de Pinto, Departamento Aguirre a cargo de la Escribana Graciela Coronel de Leguizamon.  

        Y CONSIDERANDO: I) Que en virtud de dicha acta a fs.1, el Dr. Gabriel Pacheco, empleado de la Sala de Superintendencia del Notariado elevó un informe al presidente de dicha Sala poniendo en conocimiento sobre la observación efectuada por la Inspectora de Protocolo, Esc.Maria del Carmen Parente de Monicci Kuran, quien en cumplimiento de sus tareas especificas, inspeccionó el protocolo de la Esc. Titular del Registro Nº 19, con asiento en la ciudad de Pinto, solicitando se le imparta instrucciones respecto,de la situación planteada. Que en virtud de ello, los integrantes de ésta Excma. Sala ordenaron formar expediente y girar el mismo al Colegio Notarial para que cumpla con su atribución especifica de instruir sumarios (Art.102, inc 21). Que requerido el Colegio Notarial en reiteradas oportunidades (fs.5 y 9) para que informe a cerca del estado del trámite, el mismo no dió cumplimiento con lo solicitado. 

        II) Que la Ley 6.943 modificatoria de Ley 3.662 de la Función Notarial, vigente, alude en su Art. 98 segundo párrafo que la Sala de Superintendencia del Notariado del Excmo. Superior Tribunal de Justicia, como órgano rector y en ejercicio del Gobierno del Notariado, transcurridos 30 (treinta) días de la denuncia y de no mediar resolución por parte del Colegio de Escribanos, se AVOCARA de pleno derecho al tratamiento de las mismas y resolverá en consonancia con lo normado por los Arts. 108 y 109 de dicha Ley. Que los mencionados artículos establecen que el Colegio Notarial una vez denunciada la irregularidad tiene la obligación de sustanciar el correspondiente sumario administrativo en el plazo de 30 días, lo que no sucedió conforme lo sentado en el punto I del presente. En éste contexto y ante la situación expuesta, nuevamente se advierte, la total inacción por parte de los órganos competentes del Colegio Notarial respecto del cumplimiento de sus obligaciones en relación al tratamiento oportuno de las cuestiones disciplinarias de los notarios, lo que obliga a esta Sala del Notariado del Excmo. Superior Tribunal de Justicia, en cumplimiento de la Ley y en ejercicio de la competencia atribuida por la misma, al avocamiento de la presente ( art.98 inc. 1 Ley 3662 y  modificatorias). 

       III) Que la figura del avocamiento se da “cuando un órgano determinado, por un acto administrativo propio y fundándose en razones de orden jerárquico y de oportunidad, ejerce una competencia que materialmente coincide con la de un órgano inferior, sobre la base de que tal competencia del inferior está contenida en la del superior”.(Comadira,Julio Rodolfo “Procedimiento Administrativo:Ley Nacional de Procedimientos Administrativos, anotada y comentada” 1º Edición. Buenos Aires: La Ley, 2003. Página 163).



Que el Art. 96 de la Ley Nº 6943 –modificatoria de la Ley Nº 3662- señala que “el gobierno del notariado será ejercido por el Tribunal de Superintendencia y por el Colegio Notarial en la forma que establezca la ley y la reglamentación”; regulando en el Art. 98°, que “compete a la Superintendencia del Notariado, transcurrido 30 días de la denuncia y de no mediar resolución del Colegio Notarial sin causa justificada, avocarse de pleno derecho y resolver cualquier causa referida a la responsabilidad profesional”.



Que respecto al plazo previsto en la norma citada (30 días de la denuncia), el mismo se encuentra sobradamente vencido sin mediar causa que justifique la ausencia de resolución por parte de las autoridades del Colegio Notarial, con lo que se acredita el cumplimiento de los presupuestos que facultan a esta Sala para disponer el inmediato avocamiento. 



IV)Por todo ello, oido el Ministerio Público Fiscal, los Sres. Vocales de ésta Excma. Sala de Superintendencia del Notariado ACUERDAN: 1) AVOCARSE de pleno derecho, conforme lo establecido por el Art. 98, de la Ley Nº3662 ( modif. Por Ley Nº 6943).2) DISPONER  EL INICIO DE DILIGENCIAS PRELIMINARES en contra de la Escribana Graciela Coronel de Leguizamón, Titular del Registro Notarial Nº 19, con asiento en la ciudad de Pinto, a efecto de establecer las posibles irregularidades que pudiera haber cometido. 3)  DESIGNAR INSTRUCTOR del sumario a la Dra. Ana María Cárdenas, quien deberá aceptar y jurar el cargo conferido.4) Notifíquese.---------------- 

Por todo lo expuesto, legislación y Jurisprudencia citada, los Sres. Vocales de esta Excma. Sala de Superintendencia del Notariado ACUERDAN: 1) Disponer el inicio del sumario administrativo en contra la Escribana Titular  del Registro Notarial Nº .............., a fin de constatar los hechos denunciados y la supuesta trasgresión a los arts. 6, 7, 9, 16 y 44de la Ley 3.662 y sus modificatorias; 2) Designar instructor del sumario al Dr. 

 razón por la cual con la normativa vigente, la que impone como atribución  con dicho mandamiento  …girar   fecha 7 de junio de 2016 el presidente del Colegio de Escribanos, Juan José Bau, elevó nota mediante la cual comunica la renuncia de la Esc. Marta Angélica Binotti como Titular  del Registro Notarial Nº 21, con asiento en la ciudad de Monte Quemado, departamento Copo, solicitando pase la misma a conocimiento y consideración de los Sres. Vocales.  



II) Que analizada la renuncia presentada, ésta Excma. Sala a fs. 4 requirió informe al Colegio Notarial para que comunique si el Registro Notarial Nº 21 posee algún escribano adscripto, y en caso de resultar afirmativo si cumple con los requisitos que establece el Art. 90 de la Ley Nº 3.662 a los fines de que sea designado como Titular en el mencionado Registro Notarial.-  



III) Que a fs. 7, luce presentación de la Esc. Marta Angélica Binotti por ante ésta Excma. Sala, quien manifiesta que al presentar su renuncia ante el Colegio Notarial omitió involuntariamente  informar que en su notaria trabaja como escribana adscripta Ana Lía Martinez, desde el mes de octubre del año 1.998 y que a la fecha la misma reúne los requisitos establecidos en el art.90 de la Ley Notarial Nº 3.662, y es a quien propone para quedar a cargo del Registro Notarial Nº21 con asiento de Monte Quemado. Así las cosas, a fs.11 se libró oficio a los Inspectores de Protocolo, comisionándose a los mismos para la constatación del número de escrituras autorizadas por la Esc. Ana Lía Martinez, desde la fecha indicada por la Esc. Binotti. Asimismo en fecha 8 de septiembre el Colegio Notarial contesta el traslado conferido a fs. 5 e informa que el Registro en cuestión, tiene como adscripta a la Esc.  Ana Lía Martinez, quien cumple con  los requisitos requeridos por ley, y agrega que la misma tiene buenos antecedentes por ante ésa Institución, razón por la que aconseja se le otorgue la Titularidad del Registro Nº 21.-

              IV) Que evacuado el requerimiento librado a los Inspectores de Protocolo, surge del informe acompañado (fs.16) que la Escribana Ana Lía Martinez entre los periodos 2011 y 2015, autorizó seiscientos cincuenta y ocho (658) escrituras, es decir que computando los últimos cinco años, supera ampliamente el numero de escrituras exigidas por ley, máxime si se tiene en cuenta que la misma es adscripta desde el año 1.998. En éste contexto, ésta Excma. Sala a efcetos e acreditar los años de adscripción agregó al presente trámite copia de  Acuerdo de fecha 26 de octubre de 1.998 donde resultó adscripta la Esc. Ana Lia Martinez (fs.13). De lo actuado se confiere vista al Ministerio Publico Fiscal, quien emitió dictamen a fs. 19, quedando el presente en estado de ser resuelto.

              V) Que antes de ingresar a resolver la cuestión que atañe, es dable recordar, como es sabido y así ha sido expuesto en innumerables pronunciamientos de éste Alto Cuerpo, que la Ley Notarial de la Provincia de Santiago del Estero, establece que es competencia del Poder Ejecutivo la creación y cancelación de los registros la designación y remoción de los titulares y adscriptos. Para ello, se preveé dos formas de acceder a la función notarial 1) Acceso por titularidad: a) por discernimiento del concurso de oposición y antecedentes, b) del adscripto a la titularidad por vacancia del registro; y 2) Acceso por adscripción; debiendo señalarse que los registros y protocolos son de propiedad del Estado, y que tanto en el acceso a la titularidad por el llamado a concurso que se efectúa por resolución del Poder Ejecutivo a propuesta del Colegio de Escribanos, como en el acceso directo a la titularidad por parte del adscripto en caso de vacancia, es el Estado quien otorga tales concesiones. En consecuencia, debemos concluir que cuando un escribano ha sido designado titular de un registro notarial no incorpora al patrimonio de la persona un derecho absoluto, sino debidamente reglamentado para su ejercicio y sujeta su subsistencia al cumplimiento de las condiciones impuestas por la Ley 3662 y Art. 14 Constitución Nacional.-

            VI)  Que realizada estas  consideraciones y analizados los antecedentes de la notaria propuesta en condiciones de acceder a la función notarial, como titular de registro, teniendo en cuenta  el numero de escrituras autorizadas, los años de antigüedad en la adscripción ininterrumpidos, y el desempeño de ésta, quien ha demostrado idoneidad, solvencia en sus conocimientos y compromiso con la función notarial,  con lo cual por razones de oportunidad, mérito y conveniencia corresponde designar a la Escribana Ana Lía Martinez, titular del Registro Notarial Nº 21 de la Ciudad de Monte Quemado, Departamento Copo. 



VII) Por todo lo expuesto, y lo dictaminado por el Sr. Fiscal (fs. 19) cuyos fundamentos en lo sustancial hacemos propio en ejercicio de las facultades otorgadas por Ley,los señores Vocales miembros de la Sala de Superintendencia del Notariado del Excmo.Superior Tribunal de Justicia ACUERDAN: 1) DESIGNAR TITULAR DEL REGISTRO NOTARIAL Nº21 con asiento en la ciudad de Monte Quemado, Departamento Copo, provincia de Santiago del Estero, a la Notaria ANA LIA MARTINEZ D.N.I. Nº 20.151.693, por cumplir con los requisitos del Art. 90 de la Ley 33.662,quien entrara en funciones como tal a partir de la notificación de la presente; 3) Notifíquese a la escribana designada, al Colegio Notarial y a los señores Inspectores de Protocolos. Regístrese la presente en los legajos y registros correspondientes. Fdo.Dres. Sebastián Diego Argibay, Gustavo Adolfo Herrera y Carlos Pedro M.A Lugones Aignasse; ante mí, Dra. María Pía Danielsen, Secretaria de Superintendencia. Es Copia fiel de su original que se reserva por Secretaria, doy fé.- 

Voto Dr. Sebastián Diego Argibay

Expte. Nº 144/2012 caratulado: “Colegio Notarial de la Provincia de Santiago del Estero (Resolución Nº 19 bis/2011) – Sumario Administrativo c/Esc. Diego Emiliano Gomez Terzano por observaciones en actas Nº 90/2008 y 106/2009 confeccionadas por Inspectoras de Protocolos”.

 


Y VISTO: Para resolver el pedido de sanción de APERCIBIMIENTO (art. 107 inc. 1 Ley Notarial 3662 modif. por Ley 6943) al Escribano Diego Emiliano Gomez Terzano, por su actuación en su carácter de Adscripto al Registro Notarial N° 16 con sede en la ciudad capital, por haber incurrido en incumplimiento del arts. 4º y 16º inc. 1) de la norma referida, aconsejada por el Consejo Directivo del Colegio Notarial mediante Resolución N° 19 BIS/2011 de fecha 23/12/2011 dictada en el Expte. Nº 144/2012 caratulado: “Colegio Notarial de la Provincia de Santiago del Estero (Resolución Nº 19 bis/2011) – Sumario Administrativo c/Esc. Diego Emiliano Gomez Terzano por observaciones en actas Nº 90/2008 y 106/2009 confeccionadas por Inspectoras de Protocolos”.




Y CONSIDERANDO: I) Que los vocales que me preceden en el orden de votación han realizado una adecuada relación de la causa, a cuyo contenido me remito en homenaje a la brevedad.




II) Que conforme lo dispuesto por el art. 98º inc. 1 (Ley Notarial 3662 modif. por Ley 6943), resulta de competencia de esta Sala de Superintendencia del Notariado “confirmar, rechazar y/o modificar las resoluciones emitidas por el Colegio Notarial que aconsejen sanciones sobre toda denuncia o asunto relativo a la responsabilidad disciplinaria y funcional de los notarios”.




III) Que la potestad disciplinaria es definida como “aquella virtualidad jurídica, de la que está munida la Administración pública, para imponer, por medio de sanciones determinadas, una regla de conducta a todos aquellos cuya actividad compromete la misma organización administrativa” (Goane).




Así, el bien jurídico tutelado es la correcta prestación del servicio por parte de la administración pública. Su fundamento reside en la necesidad que la Administración posee, como organización prestadora de servicios, de mantener la disciplina interna y de asegurar que sus agentes cumplan las obligaciones de su cargo (Sánchez Morón, Miguel, Derecho de la Función Pública, Tecnos, Madrid, 1996, pág. 262) y, en definitiva, asegurar el buen funcionamiento de la organización administrativa. 




Que el poder sancionador que detenta la Sala de Superintendencia del Notariado sobre los notarios a raíz de su mal desempeño en la función con motivo de la transgresión a los límites y estrictas exigencias del ordenamiento legal que regula la actividad profesional notarial, se justifican por su especial naturaleza, ya que las facultades que se atribuyen a los escribanos de dar fe a los actos y contratos constituye una concesión del Estado otorgada por la calidad de funcionario público, y por ende, guardan adecuada proporción con la necesidad de tutelar el interés público comprometido (CS, Fallos 306:1566).




Que asimismo, distinguiéndose de la responsabilidad penal, la responsabilidad disciplinaria tiene como característica que -en su régimen- “gobierna el criterio de la oportunidad, o sea, la facultad discrecional del Estado de apreciar la conveniencia circunstancial de castigar al agente en la medida en que la Administración estime necesario para proteger su correcto y normal funcionamiento” (Procuración del Tesoro de la Nación, Dictámenes 113:71; 83:344; 85:74; 93:269; 109:353; 146:164. Ver Baró, Daisy, La relación de empleo público, Bs. As., 1982, pág. 66. En relación a la facultad discrecional apuntada, Comadira en Derecho Administrativo, cit., pág. 81).




IV) Que a modo preliminar, cabe puntualizar que, pese a tratarse de una falta disciplinaria –a mi juicio- de investigación sencilla, reconocida incluso por el propio escribano, su tramitación ante el Colegio Notarial se dilató aproximadamente por el término de 12 meses, situación ésta, que tal como lo venimos reiterando  (Cfr. Voto Dr. Argibay - “Expte. Nº 99/11: Excma. Sala de Superintendencia del Notariado remite informes al Colegio Notarial a fin de que evacue los mismos” y “Expte. Nº 21/11: “Bau Juan José informa inicio diligencias en torno a la actuación de la Adscripta al Registro Notarial N° 1 Escribana Roxana de las M. Bonahora de Hanne”), evidencia la falta de celeridad de los órganos competentes del Colegio Notarial, respecto del tratamiento oportuno de las cuestiones disciplinarias de sus matriculados, cuestiones estas que –reitero- han motivado la preocupación y el avocamiento de cuestiones que resultan de competencia de la Sala de Superintendencia del Notariado de éste máximo Tribunal.  




V) Así las cosas, y abocada esta Sala, cabe ahora ocuparnos respecto al reproche disciplinario que se formula al Escribano Gomez Terzano. 




Que con respecto al reproche del incumplimiento de la obligación legal del Escribano de “…actuar en el departamento a que estén asignados…” (art. 4º y 16º inc. 1 de la ley notarial), el hecho se encuentra plenamente probado no solo con el contenido de las actas de inspección, sino por el propio reconocimiento del Escribano. 




En este sentido, comparto plenamente la trascripción de los fundamentos y citas al respecto realizadas por los Dres. Alterini, Jorge Horacio y Alterini, Ignacio Ezequiel reseñadas en los votos precedentes de mis distinguidos colegas preopinantes (Cfr. “La teoría de las nulidades ante la incompetencia territorial del escribano”, publicado en LA LEY, 14/12/2009, 1-LA LEY 2010-A, 673), que evidencian la infracción legal del inculpado, y por ende, tornan procedente la aplicación de una sanción. 




En similar sentido, la jurisprudencia tiene dicho que: “La comisión de irregularidades protocolares, objetivamente acreditadas en una causa, trae aparejada la aplicación de una sanción, pues la inconducta se configura por el mero incumplimiento de las normas que gobiernan el ejercicio del notariado, aunque las irregularidades hubieren sido subsanadas y no se hubieren verificado perjuicios a terceros” (Tribunal Superior de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires – F. R. D. – 23/05/06, 03/08/2006, LL 2006 D, 621 – ar/jur/1926/2006). 




VI) Ahora bien, con respecto a la sanción aplicable, coincidiendo con el vocal Llugdar, discrepo con el tipo de sanción fijada por el vocal Rimini Olmedo (apercibimiento). 




Discrepo en el tipo de sanción (apercibimiento), dado que, a mi modo de ver, los hechos constituyen irregularidades funcionales de entidad, y han sido cometidos en forma reiterada, lo que excede ampliamente el campo del error. Por el contrario, evidencian un obrar desaprensivo en el cumplimiento de los deberes que rigen la profesión, los cuáles, el inculpado -pese a conocerlos con posterioridad al resultado de la primera inspección- siguió cometiéndolos. 




Por tanto,  de acuerdo a la gravedad, reiteración e importancia, resulta razonable la aplicación de una sanción de mayor escala que la del mero apercibimiento, correspondiendo la de suspensión.  




Con respecto a la cantidad, teniendo presente el tipo de falta, estimo prudente la fijación de quince (15) días. 




Por todo lo expuesto, y oído el que fuere el Ministerio Publico, los Sres. Vocales de esta Excma. Sala de Superintendencia del Notariado ACUERDAN: 1) Imponer sanción de suspensión por el termino de quince (15) días al Escribano Diego Emiliano Gomez Terzano; 2) Notifíquese la presente personalmente o por cedula; 3) Regístrese en los legajos y registros correspondientes del Colegio Notarial y Excma. Sala de Superintendencia del Notariado. Fdo. Dr. Sebastián Diego Argibay.
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